
LATERCERA 
Avenida Apoquindo 4660, Santiago de Chile. 

Director: José Luis Santa María Oyanedel Subdirector: Víctor Cofré Soto 

Editora General: Gloria Faúndez Herrera Representante Legal: Felipe Cuadra Campos 

| Martes 26 | agosto | 2025 

Nuevos episodios de violencia en La Araucanía 
El ataque que dejó a un trabajador forestal fallecido y a otro gravemente herido han vuelto a encender la interrogante de si hay 

una reactivación de peligrosos grupos terroristas en la zona. 

l grave ataque a disparos del 
que fueron objeto un par de 

trabajadores de una compañía 
forestal en la comuna de Victo- 
ria (Región de La Araucanía) el 

fin de semana pasado, donde uno de ellos 

resultó fallecido en el lugar y el otro con 
graves heridas, ha reactivado el temor de 
que se trate de un nuevo acto de carác- 
ter terrorista en la zona. Ciertamente la 
sola circunstancia de que una persona 

haya resultado asesinada ya resulta en sí 
un hecho trágico, pero sus implicancias 
naturalmente que se amplifican en la 
medida que forme parte de hechos pla- 

nificados -y ejecutados con sangre fría- 
a fin de infundir temor en la población. 
La Fiscalía por ahora maneja la tesis de 
que fue una emboscada, en tanto que el 

ministro de Seguridad ha preferido por 
ahora no calificar el hecho como un acto 
terrorista, a la espera de contar con más 

CARTAS 

CHILE CUIDA Y EL CUIDADO 
TEMPRANO 

SEÑOR DIRECTOR: 
Tal y como señala Cristina Vio de Comunidad 

Mujer en sureciente columna, la desocupación 
femenina sigue siendo mayor a la masculina y 

se duplica en la juventud. 

Si bien nuestros grandes esfuerzos están 

hoy en compartir los costos de la natalidad a 

través de la corresponsabilidad en el proyec- 

to de Sala Cuna para Chile, hay otro proyecto 

emblemático del Presidente Gabriel Boric 

que apunta hacia los orígenes de ese “razo- 
nes familiares permanentes”, expresado en 

las cifras del Instituto Nacional de Estadística: 

la ley Chile Cuida. La evidencia arroja que los 

que se llaman “nini” en realidad son en gran 

parte mujeres jóvenes que sí trabajan, solo 

que en los cuidados no remunerados. Espera- 

mos que esta realidad permita a sectores de la 

oposición comprender la evidente necesidad 

de contar con un enfoque de género y de co- 

rresponsabilidad social en el apoyo al cuidado. 

Antonia Orellana 

Ministra de la Mujer y la Equidad de Género 

REINSERCIÓN COMO SEGURIDAD 

SEÑOR DIRECTOR: 
Entre 2018 y hoy, la población penitenciaria 

chilena pasó de 40.429 a 63.425 personas, 

lo que representa un aumento del 36%. Este 

crecimiento ha estado acompañado de una 

mayor complejidad en la composición carce- 

laria. No obstante, el presupuesto por interno 

se redujo en más de un 3%, lo que agudiza la 

tensión entre las demandas del sistema y los 

recursos disponibles. 

En este contexto, preocupa la orientación 

que están adoptando ciertas políticas. Gen- 

darmería enfrenta dificultades significativas 

para cumplir sus dos mandatosinstitucionales: 

antecedentes. 
La forma como se desarrollaron los 

hechos -una acción ejecutada por enca- 
puchados, uso de armamento- y el hecho 
de que las víctimas hayan sido trabajado- 
res de una forestal -en este caso vigilan- 

tes- concuerda con el modus operandi de 
peligrosos grupos que operan en la zona 
bajo el pretexto de reivindicaciones indi- 
genistas, pero en definitiva será la inves- 
tigación la que permita precisar la natu- 

raleza de los hechos. 
Los hechos de violencia en la llama- 

da Macrozona Sur han venido dismi- 
nuyendo en el último tiempo producto 

de una serie de medidas adoptadas por 
la autoridad. Por de pronto, el estado de 
excepción constitucional lleva más de 
tres años aplicándose de manera ininte- 

rrumpida en La Araucanía y dos provin- 

cias del Biobío, y conforme ha indicado 
un reciente estudio del Observatorio so- 

la custodia y promoción de la reinserción so- 

Cial. Resulta poco realista y riesgoso asignarle 

funciones de inteligencia, altamente sensibles 

y especializadas, que desbordan sus actuales 

capacidades y desvían el foco de su queha- 

cer. Igualmente, la idea de importar modelos 

de alta seguridad, como el italiano, parece in- 

adecuada cuando carecemos de información 

precisa sobre la cantidad y perfil de los líderes 

criminales. Tampoco conocemos la escala del 

crimen organizado en Chile. Sabemos que 

combina expresiones complejas con delin- 

cuencia local, como clanes familiares y grupos 

barriales de baja sofisticación, lo que requiere 

respuestas diferenciadas en intensidad. 

El riesgo de diseñar un sistema penitencia- 

rio desconectado de la evidencia es que esos 

espacios de altísima seguridad sean ocupados 

por la delincuencia común, aquel 80% que, 

como muestra la evidencia, cometerá un delito 

una sola vez en su vida. Se trata de personas 

que volverán a la sociedad más temprano que 

tarde, envilecidas por políticas —pensadas para 

unos pocos— que olvidan el deber del Estado 

de la reinserción. 

Difícil hablar de reinserción cuando menos 

del 10% del presupuesto se destina a ella. Un 

sistema penitenciario que olvida su deber de 

reinsertar seguirá reproduciendo la exclusión 

y la reincidencia, erosionando la seguridad en 

lugar de fortalecerla. 

Pablo Carvacho 

Director 

Laboratorio UC Seguridad y Justicia 

MUNICIPIOS FRENTE A LA 
SEGURIDAD 

SEÑOR DIRECTOR: 
Lo ocurrido en Curacaví vuelve a evidenciar un 

fenómeno que se repite en gran parte del país: 

los municipios nos vemos obligados a asumir 
un rol en seguridad que, en rigor, no nos co- 

rresponde. 

Ante la ausencia de respuestas eficaces del 

Estado, los vecinos —con justa razón— nos exi- 

gen soluciones inmediatas. Así, terminamos 

desplegando patrullas, vehículos y sistemas 

bre Crimen Organizado y Terrorismo de 
la UNAB, los hechos de violencia duran- 

te la vigencia de esta medida excepcio- 
nal se han reducido en más de 33% en 
La Araucanía, mientras que en Los Ríos 

y Biobío la caída ha sido superior al 40%. 

El gobierno, por su parte, con ocasión de 
que el Congreso acaba de aprobar la pró- 
rroga número 60 del estado de excep- 
ción, indicó que hasta el 10 de agosto se 
observa una reducción del 39% en mate- 

ria de eventos de violencia rural respecto 
de igual período de 2024. 

Pero es un hecho que la amenaza de los 
grupos radicalizados no ha desaparecido. 

Ataques intermitentes a camiones o fae- 

nas forestales recuerdan que estos gru- 
pos no han sido desarticulados del todo, 
y basta recordar el atentado en el mes 

de abril a las faenas donde se construye 
la central Rucalhue (Región del Biobío), 
donde más de 50 camiones resultaron 

destruidos, lo que motivó un fuerte re- 
clamo de la embajada china, consideran- 

do que detrás de esta obra hay capitales 
del país asiático. La querella que presentó 
el gobierno por estos hechos apunta a la 
WAM. Los hechos que ahora enlutan a la 
comuna de Victoria fueron antecedidos 

por otro ataque incendiario que afectó a 
una forestal de La Araucanía, donde va- 
rias máquinas resultaron quemadas. 

El historial de víctimas fatales en la Ma- 

crozona Sur producto de la violencia de 
grupos radicalizados es extenso; si final- 
mente se prueba que esta nueva víctima 

es fruto del accionar de dichas agrupa- 

ciones -sería el primer caso fatal desde el 
alevoso ataque que dejó a tres carabineros 
muertos, en abril de 2024, en el Biobío-, 

podría estar anticipando que hay peligro- 

sas células terroristas que se están reacti- 
vando, lo que exige una respuesta enérgi- 

ca de parte del Estado. 

de vigilancia que buscan contener una crisis 

que ya se encuentra desbordada. 

Evidentemente, los alcaldes no tenemos 

las atribuciones ni la responsabilidad que sí 

corresponde a las policías, como lo dejó claro 

el ministro de Seguridad Pública en su último 

punto de prensa. Sin embargo, quedamos al 

medio de un escenario en el que la ciudadanía 

exige tranquilidad y el Estado se queda atrás. 

La pregunta que cabe hacerse es qué se hará, 

de manera efectiva, frente a esta realidad. 

Isabel Valenzuela Ahumada 

Alcaldesa de Colina 

  

EUTANASIA 

SEÑOR DIRECTOR: 

En un extenso reportaje respecto del avance 

legislativo del proyecto de ley sobre eutana- 

sia, publicado el sábado último, el académico 

Marcelo Muñoz señala que para poder consi- 

derar como válido este procedimiento “tienes 

que asumir que eres dueño de tu cuerpo, que 
puedes hacer lo que quieras en tu vida privada, 

y por lo tanto tu cuerpo, como parte de ella, no 

debería tener limitaciones”. 

Me permito marcar algunas diferencias res- 
pecto de esta argumentación. En primer lugar, 

toda ley de eutanasia impone requisitos muy 

estrictos para que el procedimiento sea lleva- 

do a cabo; es decir, la mera voluntad es insufi- 

ciente. Segundo, no es algo “privado”, puesto 

que implica necesariamente la disposición de 

recursos técnicos y humanos por parte del Es- 

tado. Y tercero, significa necesariamente pre- 

guntamos si está dentro de los fines de la me- 

dicina producir la muerte del paciente, cuando 

este lo solicita de manera reiterada. Para lograr 

que sea un acto médico, se requiere además 

que las escuelas de medicina lo enseñen y sus 

estudiantes lo practiquen. Pero, sobre todo, 

que exista plena confianza de la ciudadanía 

en sus equipos médicos. Puesto que al fin y al 

cabo, permitir la eutanasia, como el acto de- 

liberado de poner fin a la vida de una persona 

enferma significa cambiar el concepto que la 

medicina es para salvar vidas y aliviar el dolor. 

Es por estos motivos que un proyecto de esta 

naturaleza no puede ser discutido con “suma 

urgencia”, aun cuando cuente con gran apoyo 

ciudadano. 

Sofía Salas Ibarra 

Docente investigadora en Bioética, UDD 

REGULAR APUESTAS ONLINE CON 
FOCO EN SALUD Y DERECHOS 

SEÑOR DIRECTOR: 
Un estudio estima que las apuestas online 

generan entre US$800 y US$1.200 millones 
anuales en costos económicos y sociales en 
Chile. El debate legislativo avanza, pero el es- 

tándar no puede ser solo fiscal: debe proteger 

a las personas. Hoy, las pérdidas se socializan 

en salud, endeudamiento y conflictos, mien- 

tras las ganancias se privatizan. 

Corregir esa asimetría exige una regulación 

centrada en reducción de daño y derechos 

del usuario. Principio simple: quien daña, 

previene y paga la mitigación. Proponemos 

prohibir créditos y “bonos” que incentiven 

pérdidas; fijar límites a depósitos, tiempo y 

pérdidas; exigir verificación reforzada; esta- 

blecer publicidad responsable, sin patrocinio 

masivo, franjas acotadas y sin segmentar a 

jóvenes o grupos vulnerables; registrar ope- 

raciones por seis años con auditorías y datos 

abiertos; crear autoexclusión interoperable y 

bloqueo a menores y deudores de alimentos; 

regular medios de pago para cortar financia- 

miento a operadores sin licencia, evitar so- 
breendeudamiento, asegurar trazabilidad y 

facilitar devoluciones; crear un fondo estable 

para prevención y tratamiento; y coordinar la 

supervisión entre regulador de juegos, CMF, 

Sil y Minsal. 

Los costos sociales pueden neutralizar la re- 

caudación prometida por la industria. Regular 

es urgente, con estándares que prioricen la 

salud pública y los derechos de los consumi- 

dores. 

Stefan Larenas Riobó 
Presidente 
Organización de Consumidores y Usuarios de 

Chile (ODECU)
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